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LITIGACIÓN  

TRIBUTARIA

Sobre la devolución del tipo autonómico  
del impuesto sobre hidrocarburos  
declarado incompatible  
con el Derecho de la Unión

Analizamos los efectos prácticos de la sentencia del Tribunal de Justicia que declara 
incompatible con el Derecho de la Unión el tramo autonómico del impuesto  
sobre hidrocarburos aplicado entre los años 2013 y 2018, en especial los relacionados  
con la obtención de la devolución del gravamen recaudado indebidamente.  
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E
l 30 de mayo del 2024, el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea dictó sen-
tencia en el asunto C-743/22, DISA Sumi-
nistros y Trading SLU. En ella se responde 
a la cuestión prejudicial planteada por 

el Tribunal Supremo, mediante el Auto de 15 de 
noviembre del 2022 (núm. 1560/2021), respecto a 
si el tipo autonómico del impuesto especial sobre 
hidrocarburos (IEH) aplicado en España entre los 
años 2013 y 2018 —regulado en el artículo 50 ter 
de la Ley de Impuesto Especiales— contraviene el 
artículo 5 de la Directiva 2003/96/CE del Consejo, 
de 27 de octubre del 2003, por la que se reestruc-

tura el régimen comunitario de imposición de los 
productos energéticos y de la electricidad (Direc-
tiva 2003/96). 

El Tribunal de Justicia, siguiendo las conclusiones 
del abogado general, responde afirmativamente 
con base en los siguientes argumentos:

—	 La Directiva 2003/96 tiene por objeto el es-
tablecimiento de un régimen de imposición 
armonizado de los productos energéticos y 
de la electricidad. Dicho régimen reconoce 
a los Estados miembros un cierto margen de  
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apreciación para establecer tipos impositi- 
vos diferenciados y exenciones o reducciones 
de los impuestos especiales, a fin de aplicar 
políticas adaptadas a la realidad nacional. 
Ahora bien, ese margen de maniobra está 
condicionado al cumplimiento de las disposi-
ciones de la directiva. 

—	 El artículo 5 de la directiva contiene una enu-
meración taxativa de los casos en que los Es-
tados miembros podrán aplicar a un mismo 
producto tipos impositivos diferenciados del 
impuesto especial, supuestos entre los que no 
aparece la aplicación de tipos diferenciados 
en función de las distintas regiones o territorios 
de un mismo Estado miembro en los que se con-
suma ese producto, incluso cuando se respeten 
los niveles mínimos de imposición fijados por 
la propia directiva. 

—	 La interpretación estricta de las facultades que 
la directiva confiere a los Estados miembros 
para aplicar tipos impositivos diferenciados 
se corrobora atendiendo a su estructura gene-
ral. El artículo 5 forma parte de un conjunto 
de disposiciones de la directiva que autorizan 
a los Estados miembros, o a algunos de ellos, 
en determinadas condiciones, a aplicar tipos 
impositivos diferenciados, exenciones o reduc-
ción del nivel de imposición (arts. 6, 7 y de 15 a 
19). No obstante, ninguna de esas disposicio-
nes autoriza expresamente al Reino de España 
a aplicar, para un mismo producto y uso, tipos 
del impuesto especial diferenciados según las 
comunidades autónomas en las que se consu-
man dichos productos. Permitir un tipo diferen-
ciado por razón del territorio no reglado en la 
directiva menoscabaría la finalidad de ésta de 
promover el buen funcionamiento del mercado 
energético interior, fragmentándolo aún más y 
afectando a la libre circulación de mercancías. 

—	 Aunque la Directiva 2008/118/CE prevé la po-
sibilidad de imponer a los productos sujetos a 
impuestos especiales otros gravámenes indi-

rectos, ello está condicionado, junto con otros 
requisitos, a que la recaudación se destine a 
determinados fines distintos de los meramente 
presupuestarios, circunstancia que, sin perjui-
cio de la comprobación que deba llevar a cabo 
el órgano jurisdiccional remitente, no se apre-
cia en este caso, ya que el tipo autonómico es-
taba destinado a financiar la totalidad de las 
competencias de las comunidades autónomas. 

El Tribunal de Justicia no ha limitado temporal-
mente los efectos de su sentencia, por lo que el 
pronunciamiento tiene efecto retroactivo al mo-
mento de la aprobación de la norma declarada 
contraria al Derecho de la Unión. En consecuencia, 
el Estado español queda obligado a devolver el 
tributo recaudado en contra de lo dispuesto en el 
Derecho de la Unión, aplicando para ello los pro-
cedimientos previstos en su normativa interna, que 
habrán de ser conformes con los principios de equi-
valencia y efectividad. 

Respecto a las situaciones que no han alcanzado 
firmeza, los tribunales nacionales deberán resol-
ver los recursos interpuestos frente a las desesti-
maciones en vía administrativa de las solicitudes 
de devolución de ingresos indebidos planteadas 
por los operadores económicos que, al igual que 
DISA, soportaron la repercusión legal del grava-
men autonómico declarado contrario al Derecho 
de la Unión Europea. 

En este escenario, la única excepción oponible a la 
obligación de devolución de los tributos recauda-
dos en contravención del Derecho de la Unión es 
que mediante ella se provoque un enriquecimien-
to injusto de los beneficiarios porque éstos hayan 
trasladado su carga, total o parcialmente, a los 
consumidores. Esta excepción constituye una res-
tricción aplicada a un derecho subjetivo basado 
en el ordenamiento jurídico de la Unión, por lo  
que debe interpretarse de forma restrictiva y te-
niendo presente que, conforme a la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia, el Derecho de la Unión se 
opone a que las autoridades nacionales puedan 
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motivar su negativa a devolver un tributo indirec-
to presumiendo la repercusión a terceros de dicho 
gravamen y, en consecuencia, el enriquecimien-
to injusto del operador que soportó legalmente 
la repercusión (sentencias de 2 de octubre del 
2003, Weber’s Wine World y otros, C-147/01; y de 1 
de marzo del 2018, Petrotel-Lukoil y Georgescu, 
C-76/17; Auto de 7 de febrero del 2022, Vapo At-
lantic, S. A., C-460/21). Por tanto, la repercusión 
a terceros sólo podría ser invocada como causa 
para denegar la devolución si dicha repercusión 
quedase acreditada. No obstante, la Administra-
ción podrá solicitar la colaboración del operador 
económico, lo que obliga a valorar oportunamente 
si se ha producido la traslación económica de la 
carga fiscal a los consumidores.

Por otra parte, en los supuestos en que la Admi-
nistración se hubiese limitado a desestimar la so-
licitud presentada en su día de rectificación de la 
autoliquidación del sujeto pasivo que ingresó el 
gravamen y petición de devolución de los ingresos 
indebidos, con base en la conformidad del tramo 
autonómico del impuesto especial sobre hidrocar-
buros con el Derecho de 
la Unión, sin poner en 
cuestión en vía adminis-
trativa y jurisdiccional 
el cumplimiento de los 
requisitos que permiten 
acceder a la devolución 
solicitada, entendemos que cabría objetar la posi-
bilidad de emplear la retroacción de actuaciones 
con la finalidad de completar el expediente. Como 
ha declarado el Tribunal Supremo en la Sentencia 
de 27 de enero del 2016 (rec. núm. 3735/2014), 
recaída en unificación de doctrina, aquí «no nos 
encontramos ante el ejercicio por la Administra-
ción del derecho a determinar la deuda tributaria 
mediante la oportuna liquidación o del derecho 
a exigir el pago de las deudas tributarias liquida-
das y autoliquidadas, sino ante el ejercicio por el 
obligado tributario dentro del plazo fijado para 
ello del derecho a solicitar, y en su caso obtener, la 
devolución de un ingreso que considera indebido» 

(FJ 6.º). Si la Administración no cuestionó con ante-
rioridad a la declaración de incompatibilidad del 
gravamen autonómico con el Derecho de la Unión 
el cumplimiento de los requisitos determinantes 
de la devolución del ingreso indebido, no parece 
que pueda hacerlo después, debiendo proceder a 
la devolución. 

Sin perjuicio de lo anterior, la devolución del tipo 
autonómico del impuesto especial sobre hidrocar-
buros plantea otras dos cuestiones conexas y rele-
vantes sobre las que el Tribunal Supremo deberá 
establecer doctrina:

—	 La primera es si el consumidor final, a quien 
se le ha repercutido el impuesto no por dis-
posición u obligación legal, sino vía precio, 
ostenta legitimación activa para solicitar la 
devolución de eventuales ingresos indebidos. 
La doctrina jurisprudencial existente con re-
lación al impuesto sobre ventas minoristas de 
determinados hidrocarburos no parece poder 
trasladarse automáticamente al caso del tra-
mo autonómico del impuesto especial sobre 

hidrocarburos, dadas las  
diferencias existentes 
entre uno y otro tributo, 
en particular, respecto a 
quién es el sujeto pasivo 
y cuándo se produce la 
repercusión en virtud de 

previsión legal o en otros supuestos [autos del 
Tribunal Supremo de 11 de diciembre del 2020 
(rec. Núm. 1908/2020) y de 13 de octubre del 
2021 (rec. núm. 1902/2020)].

—	 La segunda es precisar si corresponde a la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria 
o a los órganos de las respectivas Haciendas 
Forales resolver las solicitudes de rectificación 
y devolución de ingresos indebidos respecto 
de las cuotas por el tipo autonómico del im-
puesto especial sobre hidrocarburos legalmen-
te soportadas en los territorios forales [autos 
del Tribunal Supremo de 17 de diciembre del 

Obligación de devolver  
el tipo autonómico  
del impuesto sobre hidrocarburos  
contrario al Derecho de la UE
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2020 (rec. núm. 3116/2020), de 15 de diciem-
bre del 2021 (rec. núm. 3091/2021) y de 23 de 
febrero del 2022 (rec. núm. 1600/2021)].

Finalmente, respecto a las autoliquidaciones que no 
fueron impugnadas (o a las liquidaciones que han  

devenido firmes), deberá explorarse, atendiendo a 
las circunstancias de cada caso y a la doctrina juris-
prudencial existente, la viabilidad de los recursos 
especiales de revisión. Deberá también estudiarse 
la posibilidad de instar acciones de responsabili-
dad patrimonial del Estado legislador. 

http://www.ga-p.com
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